
 
  

INICIATIVA QUE REFORMA EL ARTÍCULO 167 DEL CÓDIGO NACIONAL DE 

PROCEDIMIENTOS PENALES, A CARGO DE LA DIPUTADA MARIANA RODRÍGUEZ MIER Y 

TERÁN, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PRI 

La que suscribe, Mariana Rodríguez Mier y Terán, diputada del Grupo Parlamentario del Partido 

Revolucionario Institucional de la LXIV Legislatura del honorable Congreso de la Unión, con fundamento en lo 

dispuesto en los artículos 71, fracción II, y 72 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en 

los artículos 6, numeral 1, fracción I; 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a 

consideración de esta honorable asamblea la presente iniciativa con proyecto de decreto por la que se reforman 

el tercer y cuarto párrafos del artículo 167 del Código Nacional de Procedimientos Penales, al tenor de la 

siguiente 

Exposición de Motivos 

El 18 de junio de 2008, se concretaron reformas a los artículos 16, 17, 18, 19, 20, 21 y 22; las fracciones XXI y 

XXIII del artículo 73; la fracción VII del artículo 115 y la fracción XIII del apartado B del artículo 123, 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, de gran trascendencia en materia de procuración y 

administración de justicia, como parte de las reformas a los artículos 19, 20 y 21 se estableció un nuevo Sistema 

Penal Acusatorio y Oral, que fortalece y garantiza la defensa y protección de los derechos humanos, para dejar 

atrás el sistema inquisitivo. 

La trascendencia de estas reformas estructurales implicaron que la vigencia plena de las mismas iniciara en 

junio de 2016, para efectuar una transición ordenada y responsable que conllevó la actualización y capacitación 

de las autoridades encargadas de su aplicación, así como la adecuación de las instalaciones, para orientar este 

importante proceso se creó el Consejo de Coordinación para la Implementación del Sistema de Justicia Penal y 

su Secretaría Técnica (Setec), mediante decreto del Poder Ejecutivo federal, publicado en el Diario Oficial de la 

Federación el 13 de octubre de 2008. 

La instrumentación de la nueva justicia penal representó uno de los cambios más importantes en la materia 

encaminado a garantizar el acceso a una justicia igualitaria, imparcial, transparente, previsible, sustentada en el 

respeto y protección de los derechos humanos, tanto de los imputados, como de las víctimas. 

Al respecto, se tiene presente que el sistema inquisitivo había sido sujeto a amplias críticas de organismos 

nacionales e internacionales, por no incorporar el principio de presunción de inocencia y no contemplar los 

derechos de las víctimas. 

Para delimitar la presente propuesta de reformas al artículo 167 del Código Nacional de Procedimientos 

Penales, cabe recordar que uno de los objetivos de la reforma constitucional publicada en junio de 2008 fue la 

regulación y restricción de la prisión preventiva, para atender los estándares internacionales en la materia, que 

han sustentado su ineficacia como una medida cautelar que fortalezca la resinserción social de los infractores y 

contribuya al mejoramiento de las condiciones de seguridad. De tal modo, la reforma al artículo 19 

constitucional pretende cambiar esta lamentable realidad. 

No obstante, por la condiciones de inseguridad que prevalecían en diversas entidades federativas en los años 

previos a la reforma constitucional, se estableció de manera excepcional la prisión preventiva oficiosa para 

quienes cometieran delitos de alto impacto y que afectaran bienes jurídicos fundamentales, tales como 

delincuencia organizada, homicidio doloso, violación, secuestro, delitos cometidos con medios violentos como 

armas y explosivos, así como delitos graves que determine la ley contra la seguridad de la nación, el libre 

desarrollo de la personalidad y de la salud. 



 
  

Asimismo, en el artículo 150 del Código Nacional de Procedimientos Penales se mantuvo la figura de la prisión 

preventiva justificada, tratándose de delitos graves, en los términos y condiciones siguientes: 

Artículo 150. Supuesto de caso urgente 

Sólo en casos urgentes el Ministerio Público podrá, bajo su responsabilidad y fundando y expresando los 

datos de prueba que motiven su proceder, ordenar la detención de una persona, siempre y cuando concurran 

los siguientes supuestos: 

I. Existan datos que establezcan la existencia de un hecho señalado como delito grave y que exista la 

probabilidad de que la persona lo cometió o participó en su comisión. Se califican como graves, para los 

efectos de la detención por caso urgente, los delitos señalados como de prisión preventiva oficiosa en este 

Código o en la legislación aplicable así como aquellos cuyo término medio aritmético sea mayor de cinco 

años de prisión; 

II. Exista riesgo fundado de que el imputado pueda sustraerse de la acción de la justicia, y 

III. Por razón de la hora, lugar o cualquier otra circunstancia, no pueda ocurrir ante la autoridad judicial, o 

que de hacerlo, el imputado pueda evadirse. 

Los delitos previstos en la fracción I de este artículo, se considerarán graves, aun tratándose de tentativa 

punible. 

Los oficiales de la Policía que ejecuten una orden de detención por caso urgente, deberán hacer el registro de la 

detención y presentar inmediatamente al imputado ante el Ministerio Público que haya emitido dicha orden, 

quien procurará que el imputado sea presentado sin demora ante el juez de control. 

El juez de control determinará la legalidad del mandato del Ministerio Público y su cumplimiento al realizar el 

control de la detención. La violación de esta disposición será sancionada conforme a las disposiciones 

aplicables y la persona detenida será puesta en inmediata libertad. 

Para los efectos de este artículo, el término medio aritmético es el cociente que se obtiene de sumar la pena de 

prisión mínima y la máxima del delito consumado que se trate y dividirlo entre dos. 

Cabe recordar que en fecha 14 de julio de 2011, se reformó nuevamente el segundo párrafo del citado artículo 

19 constitucional para incorporar el delito de trata de personas en la relación de conductas que ameritan prisión 

preventiva oficiosa. 

No obstante los avances en materia de seguridad y procuración de justicia, diez años después de la publicación 

de la reforma constitucional de 2008, durante el año de 2018 legisladores de diversos grupos parlamentarios, 

retomando el sentir de muchos ciudadanos, presentaron en el Senado de la República siete iniciativas para 

ampliar la relación de delitos que implicarán la imposición de la prisión preventiva oficiosa, actualizándose el 

análisis y discusión en esta materia. 

En seguimiento a lo anterior, en fecha 6 de diciembre de 2018, el Pleno de la Cámara de Senadores aprobó el 

dictamen de las Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales, y de Estudios Legislativos Segunda, que 

reforma el artículo 19 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en materia de prisión 

preventiva oficiosa, turnándolo a la Cámara de Diputados para sus efectos constitucionales, como revisora. 



 
  

La minuta aprobada contempló incorporar en la relación de delitos que darán lugar a prisión preventiva oficiosa 

los relativos a 1. Abuso o violencia sexual contra menores, 2. Feminicidio, 3. Uso de programas sociales con 

fines electorales, 4. Corrupción, tratándose de los delitos de enriquecimiento ilícito y ejercicio abusivo de 

funciones, 5. Robo al transporte de carga en cualquiera de sus modalidades, 6. Delitos en materia de 

hidrocarburos, petrolíferos o petroquímicos, 7. Delitos en materia de desaparición forzada de personas 8. 

Desaparición cometida por particulares, y 9. Delitos en materia de armas de fuego y explosivos de uso 

exclusivo del Ejército, la Armada y la Fuerza Aérea. 

La minuta correspondiente fue turnada en sesión de la Cámara de Diputados de fecha 11 de diciembre de 2018, 

a la Comisión de Puntos Constitucionales, para dictamen. 

Al respecto, y para enriquecer el análisis y discusión de la minuta, la Cámara de Diputados organizó diversas 

audiencias públicas en un ejercicio de parlamento abierto durante el periodo comprendido del 6 al 8 de febrero 

de 2019, cuyos resultados están disponibles en el micrositio de la Cámara de Diputados.1 

El proceso legislativo iniciado en el Senado en 2018, concluyó en la Cámara de Diputados en la sesión del 

martes 19 de febrero de 2019 con la aprobación de la minuta del Senado, el decreto correspondiente se publicó 

en el Diario Oficial de la Federación en fecha 12 de abril de 2019. 

Con relación a los procesos legislativos descritos, se presenta el siguiente cuadro comparativo: 



 
  

 

Con relación a la reforma constitucional de 12 de abril de 2019, resulta importante destacar los compromisos 

dispuestos en el segundo y cuarto transitorios, en el primer caso, para realizar las adecuaciones necesarias en el 

artículo 167 del Código Nacional de Procedimientos Penales, con relación a las conductas delictivas 

incorporadas en el segundo párrafo del citado artículo 19 constitucional. 

En cuanto al artículo cuarto transitorio, dispone que la prisión preventiva oficiosa, deberá evaluarse para 

determinar la continuidad de su aplicación, a partir de los cinco años cumplidos de la vigencia del decreto. 

A partir del lapso señalado, conforme a los criterios del Sistema Nacional de Seguridad Pública se deberá 

evaluar la eficacia de esta medida cautelar y la eficiencia del sistema penal acusatorio, mediante informes 

emitidos, por el gobierno federal y los gobiernos de las entidades federativas, tomando en cuenta a los poderes 



 
  

judiciales respectivos, así como a las fiscalías o procuradurías correspondientes, y organismos de protección de 

los derechos humanos. 

En razón de lo anterior, el objetivo de la presente iniciativa consiste en avanzar en el cumplimiento del artículo 

segundo transitorio y, con ello, armonizar el artículo 167 del Código Nacional de Procedimientos Penales y 

brindar mayor certeza jurídica, en los términos siguientes: 



 
  



 
  

 

En el caso de la reforma al tercer párrafo del artículo 167 del Código Nacional de Procedimientos Penales, tiene 

por objeto homologar la relación de delitos respecto de los cuales se ordenará la prisión preventiva oficiosa, 

dispuestos en el artículo 19 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

En el caso de la reforma al cuarto párrafo del citado precepto, tiene por objeto disponer que la Ley Federal de 

Armas de Fuego y Explosivos, deba contemplar los delitos que en esta materia darán lugar a la prisión 

preventiva oficiosa. Es decir la materialización de las reformas al artículo 19 constitucional y 167 del código 

procesal citado. 

Asimismo, y en congruencia con el debido proceso se precisa la posibilidad jurídica para que el juez, a partir de 

un análisis individualizado y con el apoyo de las instancias competentes en materia de supervisión de medidas 

cautelares, pueda resolver sobre la procedencia o no de la prisión preventiva oficiosa, toda vez que la privación 

de la libertad, la afectación de un derecho humano fundamental, no debe decretarse de manera automática por el 

tipo de delito que dará lugar al inicio del proceso. 



 
  

Esta medida es acorde con los derechos humanos universalmente reconocidos, así como con el Sistema Penal 

Acusatorio. 

Por otra parte, se contempla e impulsa la revisión de la actuación del Ministerio Público o del fiscal para, en su 

caso, iniciar los procedimientos de responsabilidad que pudieran resultar por las posibles omisiones o 

inconsistencias en las actuaciones de estas autoridades. 

En razón de lo anterior, con fundamento en lo dispuesto en el artículo 71, fracción II, de la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos, y en los artículos 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la 

Cámara de Diputados someto a consideración de esta soberanía la presente iniciativa con proyecto de 

Decreto por el que se reforman el tercero y cuarto párrafos del artículo 167 del Código Nacional de 

Procedimientos Penales 

Artículo Único. Se reforman el tercero y cuarto párrafos del artículo 167 del Código Nacional de 

Procedimientos penales para quedar como sigue: 

Artículo 167. Causas de procedencia 

... 

... 

El juez de Control en el ámbito de su competencia, ordenará la prisión preventiva oficiosamente en los casos 

de abuso o violencia sexual contra menores, delincuencia organizada, homicidio doloso, feminicidio , 

violación, secuestro, trata de personas, robo de casa habitación, uso de programas sociales con fines 

electorales, corrupción tratándose de los delitos de enriquecimiento ilícito y ejercicio abusivo de 

funciones, robo al transporte de carga en cualquiera de sus modalidades, delitos en materia de 

hidrocarburos, petrolíferos o petroquímicos, delitos en materia de desaparición forzada de personas y 

desaparición cometida por particulares, delitos cometidos con medios violentos como armas y 

explosivos, delitos en materia de armas de fuego y explosivos de uso exclusivo del Ejército, la Armada y la 

Fuerza Aérea , así como delitos graves que determine la ley contra la seguridad de la nación, el libre desarrollo 

de la personalidad y de la salud. 

Las leyes generales de salud, secuestro, trata de personas y Ley Federal de Armas de Fuego y 

Explosivos establecerán los supuestos que ameriten prisión preventiva oficiosa. 

... 

... 

I. a XI. ... 

El juez no impondrá la prisión preventiva oficiosa y la sustituirá por otra medida cautelar, únicamente cuando 

lo solicite el Ministerio Público por no resultar proporcional para garantizar la comparecencia del imputado 

en el proceso, el desarrollo de la investigación, la protección de la víctima y de los testigos o de la 

comunidad. Dicha solicitud deberá contar con la autorización del titular de la Procuraduría o el funcionario 

que en él delegue esa facultad. 



 
  

El juez a partir de un análisis individualizado por cada caso y con base en los elementos aportados por 

el Ministerio Público o el fiscal, de manera fundada y motivada, resolverá sobre la procedencia o no de 

la medida cautelar de prisión preventiva oficiosa. 

En su caso, con el apoyo de las instancias competentes en materia de supervisión de medidas 

cautelares, el juez podrá sustituir la medida cautelar de prisión preventiva oficiosa. 

El juez y, en su caso, la instancia competente en materia de supervisión de medidas cautelares, hará del 

conocimiento de las áreas competentes de la Procuraduría o la Fiscalía, según corresponda, las 

probables inconsistencias u omisiones del Ministerio Público o del fiscal identificadas en sus 

actuaciones para, en su caso, iniciar las investigaciones e instruir los procedimientos de 

responsabilidad correspondientes. 

Transitorios 

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la 

Federación. Las procuradurías, fiscalías e instituciones policiales y periciales tomarán las medidas necesarias e 

implementarán los protocolos para que las investigaciones correspondientes contengan los elementos necesarios 

para sustentar la vinculación a proceso y la medida cautelar de que se trate. 

Segundo. Los titulares de los Poderes Ejecutivos y los Congresos locales de las entidades federativas y de la 

Ciudad de México, en el ámbito de sus atribuciones y territorio, dispondrán lo necesario para que las Unidades 

de Supervisión de Medidas Cautelares y Suspensión Condicional del Proceso, cumplan eficientemente con sus 

funciones y provean de información y elementos a las partes que intervienen en los procedimientos penales. 

Tercero. Derivado de la entrada en vigor del presente decreto, los Jueces de Control iniciaran de oficio la 

revisión de los expedientes de las personas que estén enfrentando su proceso en prisión preventiva, dando vista 

al Ministerio Público o fiscal. 

Las personas que se encuentren enfrentando su proceso en prisión preventiva, tendrán derecho a solicitar la 

revisión de sus expedientes ante la autoridad jurisdiccional. 

Nota 

1 http://www5.diputados.gob.mx/index.php/camara/Audiencias-Prision-Preventiva-Oficiosa   

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 24 de septiembre de 2019. 

Diputada Mariana Rodríguez Mier y Terán (rúbrica) 

 

http://www5.diputados.gob.mx/index.php/camara/Audiencias-Prision-Preventiva-Oficiosa

